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OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO

Resuelve la Sala Dual Cuarta de decisión, el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia proferida el 10 de octubre de 2011, por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de Bogotá
 por medio de la cual sancionó al Dr. JUAN CARLOS TOLOSA BUITRAGO con SUSPENSIÓN de (2) MESES en el ejercicio de la profesión por haberlo encontrado responsable de la falta disciplinaria descrita en el numeral 1° del artículo 55 del Decreto 196 de 1971, hoy  numeral 1° del artículo 37 de la  Ley 1123 de 2007 a título de culpa.

HECHOS 

Fueron resumidos por el a-quo, en los siguientes términos:

 “En queja presentada el 22 de febrero de 2010, por el señor Raúl Antonio Cárdenas Alzate afirma que el 10 de octubre de 2006 suscribió contrato de prestación de servicios profesionales con el abogado JUAN CARLOS TOLOSA BUITRAGO, con el fin de que adelantara un proceso de petición de herencia y reconocimiento de una herencia por la suma de $2.000.000, de los cuales afirma haberle entregado $500.000 y los documentos respectivos; sin embargo refiere el quejoso que tal contrato no fue cumplido por el profesional del derecho y que le suministró un número de proceso que no existe, allegó copia del recibo de pago de fecha 17 de octubre de 2006 suscrito por el togado por la suma de $500.000, por concepto de anticipo de honorarios para el proceso de petición de herencia  y reconocimiento de una unión marital de hecho y la copia del contrato de prestación de servicios  profesionales del abogado”
ACTUACIÓN PROCESAL

De la condición de abogado: Se acreditó la condición de abogado del implicado quien se identifica con la cédula de ciudadanía N° 79980371 y tarjeta  profesional N° 122586  y no registra antecedentes disciplinarios.

Apertura de investigación: Por auto de 24 de mayo de 2010, se abrió investigación disciplinaria y convocó para la audiencia prevista en el artículo 105 del Código Disciplinario de los Abogados. 

El 8 de noviembre de 2010, fracasó la audiencia de pruebas y calificación programada, por lo que en la misma fecha se ordenó emplazar al disciplinable y el 9 de diciembre de 2010,  fue declarado persona ausente y se designó defensor de oficio

Audiencia de pruebas y calificación provisional. El 16 de mayo de 2011, fue celebrada la diligencia de que trata el artículo 105 de la ley 1123 de 2007, en la que se hizo presente el disciplinado y el defensor de oficio, la cual fue suspendida por solicitud del disciplinable y programada nuevamente para el 24 de mayo de 2011, oportunidad donde se procedió a dar lectura a la queja y se otorgó el uso de la palabra al encartado. 

Versión libre: Manifestó que efectivamente suscribió contrato de prestación de servicios con el señor Raúl Antonio Cárdenas Alzate, pactando la suma de $2.000.000 de los cuales recibió $5.000.000, no obstante la mora en el proceso del litigio se debió a dos situaciones la primera: al cambio de táctica en la modalidad del  mismo pues ya no se iba a iniciar una declaración de unión marital de hecho y petición de herencia, sino un proceso declarativo de pertenencia por considerarlo más favorable a su poderdante y  en segundo término por estar vinculado a la firma de abogados GESTORES DE PROCESOS, en tanto suscribió un contrato de prestación de servicios con el Seguro Social, imposibilitándole litigar en la época de 2008; sumado a ello, en marzo de 2009 sufrió un accidente cuya recuperación duró más de seis meses, sin que la misma haya terminado, razón por la cual cedió el poder a la mencionada firma, entregando todos los documentos necesarios para ello.

Decreto de pruebas. De oficio ordenó allegar los antecedentes disciplinarios del togado y la ampliación de la queja, ratificándola en los siguientes términos:

Puso de presente, la realización de un convenio con el togado, el 10 de octubre de 2006, por medio del cual se adelantaría un proceso de petición de herencia, para el cual le entregó certificado de defunción de  su compañera permanente  y unos comprobantes del Seguro Social,  quien le manifestó que el proceso duraría 1 o 2 años, tiempo durante el cual le aseguraba que estaba en curso; no obstante pasados los mismos se lo encontró, ocasión donde le solicitó la suma $500.000, creyendo el quejoso, estaban destinados al pago de unos edictos; luego se enteró de un accidente sufrido por el togado y esperó dos meses a efectos de preguntarle por el proceso, pero salió con evasivas.

Asimismo, en alguna ocasión, el jurista le dijo que el proceso estaba radicado en el Juzgado 5 de Familia de Bogotá, empero fue a averiguar, enterándose de la inexistencia del mismo, pasando 4 años sin la realización de la gestión encomendada y sin haber devuelto la suma cancelada y los documentos entregados para la interposición de la demanda.

El día 23 de junio de 2011, en audiencia de pruebas y calificación, la Magistrada instructora profirió cargos en contra del Dr. JUAN CARLOS TOLOSA BUITRAGO, como presunto responsable  de la falta  prevista en el artículo 37 numeral 1º de la Ley 1123 de 2007, inobservado el deber descrito en el numeral 10 del artículo 28, a título de culpa por omisión, oportunidad donde se recepcionó nuevamente el testimonio del señor Raúl Antonio Cárdenas Alzate, quien aseguró que contrató directamente los servicios del disciplinado sin la intermediación de la empresa GPS GESTORES DE PROCESOS y mucho menos le haya insinuado la sustitución de su proceso a la misma.

Posteriormente, al ingresar el expediente al fallo, el a quo advirtió la existencia de una nulidad, razón por la cual en providencia de 29 de julio de 2011 se decretó la misma a partir de lo actuado desde el 23 de junio de 2011, en lo relacionado con la calificación de la falta, dejando con valor las pruebas decretadas y obrantes con posterioridad, fijándose fecha para audiencia de pruebas y calificación para el 2 de septiembre de 2011.

Continuación de la audiencia de pruebas y calificación provisional. El 2 de septiembre de 2011, se hicieron presentes el disciplinado, el quejoso y el defensor. 

Calificación jurídica provisional. Del material probatorio, la Sala unitaria consideró que posiblemente el Dr. JUAN CARLOS TOLOSA BUITRAGO había incurrido en la pretermisión del numeral  6 del artículo 47 del Decreto 196 de 1971, que establece como deber de los abogados: Atender con celosa diligencia sus encargos profesionales (...); consecuente con ello incurrir en la falta descrita en el numeral 1º del artículo 55 del Decreto 196 de  1971 a título de culpa: “el abogado que injustificadamente demore la iniciación o prosecución de las gestiones que le han sido encomendadas o deje de hacer las diligencias propias de la actuación profesional”;  falta que ha continuado en el tiempo y está prevista en el numeral 1º del articulo 37 de la  Ley 1123 de 2007, ”Demorar la iniciación o prosecución de las gestiones encomendadas o dejar de hacer oportunamente las diligencias propias  profesional, descuidarlas o abandonarlas” faltando al deber previsto en el numeral 10 del artículo 28 de la misma norma: “atender con celosa diligencia sus encargos profesionales (...)”, teniendo en cuenta los siguientes razonamientos:  
       “(…) El 10 de octubre de 2006, fue sucrito un contrato de prestación profesionales entre el señor Raúl Antonio Cárdenas Alzate y el disciplinado donde se pacto adelantar un proceso de petición de herencia y reconocimiento de unión marital encaminado acordando como honorarios la suma de $2.000.000, oportunidad donde canceló $500.000, y también le fueron entregados los documentos necesarios; comprometiéndose a obrar con diligencia, sin embargo de las pruebas allegadas se observa que no presentó la demanda, teniendo los documentos necesarios para hacerlo porque supuestamente se produjo un cambio en el  objeto del contrato para realizar un proceso de declaración de pertenencia, sin que obre prueba de la misma, trascurriendo más de 4 años sin que se hubiera presentado la demanda sea de unión marital de hecho o de declaración de pertenencia sin justificación alguna para tal omisión, aduciendo evasivas a su cliente(..)
        “(…) adujo, el disciplinado que cedió el poder a la firma GPS GESTORES DE PROCESOS, pero no existe prueba de la cesión, ni de la existencia de ésta firma, además el jurista, le dijo que el asunto se encontraba en el Juzgado 5 de Familia de Bogotá cuando era mentira dándole largas al asunto omitiendo ser diligente(..) Por lo tanto, existiendo plena del contrato de mandato y ante la ausencia del poder, tenia el deber de elaborarlo o ante el cambio de estrategia, dejar constancia de ello y adelantar la gestión o aportar la prueba de la sustitución a la empresa, lo cual no existe. (…)”

Conducta imputada a título de culpa. 

Decreto de pruebas. Se ordenó como tales, los testimonios del quejoso y  la señora Nidia Moreno Andrade.
Audiencia de Juzgamiento: El 19 de septiembre de 2011, se hicieron presentes el abogado del disciplinado y el quejoso.

 Acto seguido, se recepcionó nuevamente el testimonio del señor Raúl Antonio Cárdenas Alzate, quien agregó que contrató directamente los servicios del disciplinado sin la intermediación de la empresa GPS GESTORES DE PROCESOS, porque vivía en el mismo conjunto y una señora lo recomendó, pese a lo cual nunca le manifestó la sustitución del proceso, ni le devolvió los documentos o suma dineraria.

Alegatos de conclusión. El  defensor de confianza, solicitó la absolución del togado, pues si bien es cierto existe contrato de prestación de servicios profesionales, no existe prueba del poder conferido cristalizándose la inexistencia de un verdadero contrato de mandato, para iniciar la acción judicial solicitada por su poderdante.

DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

En pronunciamiento del 10 de octubre de 2011, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, resolvió imponer sanción al Dr. JUAN CARLOS TOLOSA BUITRAGO de SUSPENSIÓN por (2) MESES en el ejercicio de la profesión, por hallarlo responsable de trasgredir el numeral  6 del artículo 47 del Decreto 196 de 1971; consecuente con ello incurrir en la falta descrita en el numeral 1º del artículo 55 del Decreto 196 de  1971 a título de culpa falta que ha continuado en el tiempo y está prevista en el numeral 1º del articulo 37 de la Ley 1123 de 2007, faltando al deber previsto en el numeral 10 del artículo 28  de la misma norma:

Señaló la Sala a quo, como fundamento para mantener los cargos imputados lo siguiente:

 “(…)Está plenamente demostrado que el quejoso confió la gestión para buscar el reconocimiento del derecho de dominio absoluto, incluso el mismo disciplínale  en su versión  admitió haber aceptado tal gestión,(...) la ausencia de poder deja entrever la indiligencia del togado, dado que era al profesional del derecho a quien le correspondía elaborar los poderes correspondientes(…) y es que el mismo disciplinable aceptó realizarlos pero ante el cambio de su situación laboral, los dejó en la firma GPS GESTORES DE PROCESOS, evidenciando que los tenía, sin que jamás hubiera adelantado la gestión, máxime cuando el quejoso aportó todos los documentos para iniciar la demanda. Llama la atención a la Sala, el cambio de versión de la defensa, pues en la versión libre dijo que la omisión en la interposición de la demanda se debió a un cambio de estrategia de la misma y en la audiencia de juzgamiento dijo que no se adelantó por la ausencia de pruebas y del poder respectivo. Sin embargo, en uno u otro caso,  no obra prueba del cambio de gestión   y en caso que se aceptara tampoco del inicio del proceso de pertenencia, ni acreditó que hubiese requerido al quejoso para la entrega adicional de los documentos faltantes (…)

(…)Tampoco existe prueba de la cesión del contrato a la firma de abogados, aunado a ello, el quejoso manifestó que el disciplinable en ningún momento le insinúo que su contrato de prestación de servicios era con la empresa GPS GESTORES DE PROCESOS, ni que sustituiría el poder a la misma, razón por la cual no podría pretender que estuviera esperando gestión alguna por parte de esa compañía. No existe duda que el quejoso, confió la labor al disciplinable desde el mes de octubre de 2006 y  hasta al 19 de septiembre de 2011, han paso 4 años sin que se hubiera presentado la demanda, ni la  devolución de los documentos y el dinero que le fueron proporcionados, por lo que  si tenía inconvenientes para adelantar la gestión debió informar a su cliente esta situación, regresarle los documentos y el dinero dando por terminado el contrato para que el quejoso  adoptara las  medidas respectivas(…)”.

De la apelación: El 27 de octubre de 2011, el defensor del Dr. JUAN CARLOS TOLOSA BUITRAGO interpuso recurso de apelación, solicitando su absolución, toda vez que atendiendo a lo dispuesto en el Decreto 196 de 1971, modificado por la Ley 20 de 1972, y el artículo 24 de la Ley 1123 de 2007, la  acción disciplinaria está  prescrita, pues el último acto constitutivo de la falta fue el 10 de octubre de 2006, fecha en que se suscribió el contrato de prestación de servicios profesionales y hasta la notificación del proferimiento de la providencia han pasado más de 5 años, por lo tanto se ordene el archivo de las diligencias.

Así mismo, indicó que, no fue posible iniciar por cuanto el aquí quejoso, luego de haber suscrito el contrato con mi representado, no volvió para la firma del poder y la entrega de los demás documentos necesarios para iniciarla, circunstancia esta que impidió que mi representado ejerciera la actividad para la cual fue contratado”
.

DEL TRÁMITE EN SEGUNDA INSTANCIA

El día 9 de diciembre de 2011, el expediente fue enviado al superior y recibido en el Despacho de quien funge como ponente el día 14 de diciembre del mismo año.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Sala tiene competencia para conocer en segunda instancia de las sentencias emitidas por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria de los Consejos Seccionales de la Judicatura, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 112 de la Ley 270 de 1996
, en concordancia con el numeral 1º del artículo 59 de la Ley 1123 de 2007
, y el literal a) del artículo 26 del Acuerdo 075 de 2011. Ahora bien, establecida la calidad de abogado en ejercicio del disciplinado, procede la Sala a adoptar la decisión que en derecho corresponde, no evidenciando irregularidad alguna que pueda viciar de nulidad lo actuado.

En ese orden de ideas, la Sala analizará (i) si en el caso sub.-examine se ha configurado la prescripción de la acción disciplinaria. (ii) si el abogado incurrió en la falta prevista en el numeral 1º del artículo 55 del Decreto 196 de 1971 a título de culpa hoy prevista en el numeral 1º del articulo 37 de la Ley 1123 de 2007.
De la prescripción. El defensor del disciplinado, consideró que atendiendo lo dispuesto en el Decreto 196 de 1971, modificado por la Ley 20 de 1972, y el artículo 24 de la Ley 1123 de 2007, la acción disciplinaria está  prescrita, pues el último acto constitutivo de la falta perpetrada por el jurista fue el 10 de octubre de 2006, fecha en que se suscribió el contrato de prestación de servicios profesionales y hasta la notificación del proferimiento de la providencia de primera instancia, ya habían pasado más de 5 años. 

Así las cosas, esta Superioridad estima que efectivamente, al tenor de lo dispuesto en el articulo 17 de la Ley 20 de 1972 que modificó el artículo 88 del Decreto 196 de 1971 y en concordancia con el artículo 23 y 24 de la Ley 1123 de 2007, se tiene que las faltas disciplinarias prescriben en cinco (5) años, contados a partir de la ocurrencia de los hechos cuando se trata de las instantáneas, pero con la particularidad de que el término prescriptivo para las faltas de ejecución sucesiva, comienza a computarse desde la consumación del último acto.

En efecto, la primera instancia imputó al Dr. JUAN CARLOS TOLOSA BUITRAGO, la falta contenida en el artículo 55 numeral 1 del Decreto 196 de 1971, al haber demorado la iniciación de la gestión encomendada con ocasión del contrato de prestación de servicios profesionales suscrito el 10 de octubre de 2006, en virtud del cual el profesional del derecho se comprometió a adelantar un proceso de petición de herencia y reconocimiento de unión marital de hecho,   conducta que se ha mantenido en el tiempo, por cuanto el profesional del derecho no ha promovido demanda alguna, tampoco a renunciado al poder ni su cliente se lo ha revocado, es decir, la obligación de actuar aún persiste, razón por la cual, la conducta antiética continúa cometiéndose.

En este orden de ideas, de negará la petición de prescripción de la acción.

Del asunto concreto.  Teniendo en cuenta que el fin de la interpretación de la ley disciplinaria deontológica es la prevalencia de la justicia, la efectividad del derecho sustantivo, la búsqueda de la verdad material y el cumplimiento de los derechos y garantías debidos a las personas que en él intervienen, se procederá a analizar el comportamiento del Dr. JUAN CARLOS TOLOSA BUITRAGO a efecto de valorar si su conducta se ajustó o no a estos parámetros.

Así las cosas, para proferir fallo sancionatorio se hace exigible que medie prueba del cargo y certeza del juicio de responsabilidad sobre las faltas imputadas; de igual manera las pruebas que gobiernen la investigación disciplinaria deberán apreciarse en conjunto de acuerdo con las reglas de la sana crítica, debiéndose observar cuidadosamente los principios rectores de la ley procesal penal, básicamente los de legalidad, debido proceso, presunción de inocencia, culpabilidad y favorabilidad.  

Por consiguiente se contrae esta investigación disciplinaria a establecer sí el Dr. JUAN CARLOS TOLOSA BUITRAGO incurrió en la falta disciplinaria endilgada en el numeral 1º del artículo 55 del Decreto 196 de  1971 a título de culpa hoy prevista en el numeral 1º del articulo 37 de la Ley 1123 de 2007, que rezan: 

“Art. 55.- Incurre en falta a la debida diligencia profesional:

1. El abogado que injustificadamente demore la iniciación o prosecución de las gestiones que le han sido encomendadas o deje de hacer oportunamente las diligencias propias de la actuación profesional”.

“Art. 37. Constituyen faltas a la debida diligencia profesional:

1. Demorar la iniciación o prosecución de las gestiones encomendadas  o dejar de hacer oportunamente las diligencias propias de la actuación profesional, descuidarlas o abandonarlas”.

Lo anterior en consideración a que el abogado disciplinado demoró injustificadamente el inicio de un proceso de petición de herencia, declaración de unión marital de hecho o de pertenencia como apoderado del señor Raúl Antonio Cárdenas Alzate, encargo que le fue conferido desde octubre de 2006, sin que a la fecha de interposición de la queja, hubiese adelantado labor alguna. 

En este orden de ideas, analizado el material probatorio y confrontado con la situación jurídica presente en el caso, se advierte que efectivamente el señor Raúl Antonio Cárdenas Alzate, suscribió contrato de prestación de servicios  con el disciplinable, el 10 de octubre de 2006  donde se pactó lo siguiente:

“(…) Cláusula primera: objeto: el abogado de manera independiente , sin que exista subordinación jurídica, utilizando sus sobrios medios  adelantara y llevara a  su culminación un proceso de petición de herencia  y reconocimiento de unión marital de hecho, lo anterior encaminado al  reconocimiento del derecho de dominio absoluto sobre un bien ubicado en la trasversal 18C159-3. Cláusula segunda honorarios: el contratante pagará al abogado la suma de $ 2.000.000, cláusula tercera obligaciones del abogado: obrar con diligencia en el asunto encomendado (…)”

Así las cosas, contrario a lo expresado por el abogado de confianza del disciplinado, indudablemente existe un mandato, por cuanto el togado suscribió el contrato en mención y además le fueron entregados tanto los documentos necesarios y la suma de $500.000 para adelantar la gestión encomendada y a pesar de ello, no actuó. 

De ahí que, la afirmación de falta de poder, no solamente ratifica la indiligencia del togado, como quiera que debió estar presto a la realización de los mismos atendiendo a su calidad de profesional del derecho para adelantar diligentemente el mandato conferido sino que deviene falaz y contradictoria toda vez que al principio aceptó recibir los  documentos necesarios para adelantar el asunto, documentos entregados a la firma cuando sustituyó el poder,  empero más adelante cambió de opinión y aseguró que su omisión se debió a la inexistencia del poder; versiones resaltantes de su indiligencia al demorar la iniciación del proceso encomendado. 

Además  pues aceptando la primera en el sentido de no poder continuar con la obligación en razón de sus nuevos encargos laborales, seguido del accidente sufrido por él, lo que debió hacer es efectivizar la renuncia al mandato conferido haciéndole saber ésta situación a su cliente evitando la inactividad de la gestión por más de 4 años.

Y de haberse presentado la cesión del contrato a la firma GPS GESTORES DE PROCESOS, debió acreditar esta situación a su cliente, situación no verificada en autos, por cuanto ni siquiera demostró la existencia legal de la misma y mucho menos de la supuesta sustitución.

Como consecuencia de lo anterior, desde cualquier punto de vista, se colige la indiligencia del togado, pues a la fecha no adelantó ninguna actuación encaminada a la realización de un proceso de declaración de unión marital de hecho, de pertenencia o petición de herencia. Es más, atendiendo la supuesta ausencia del poder, de haber sido diligente y acucioso, hubiera requerido al señor Raúl Antonio Cárdenas Alzate para que suscribiera el referido poder, pues de haberlo hecho así, en el caso hipotético de no encontrar respuesta, lo lógico habría sido renunciar al mismo por falta de colaboración del cliente; en cambio, el togado jamás se comunicó con el quejoso ni para solicitarle la firma de un poder, ni para informarle de la supuesta cesión de su asunto a la firma GPS GESTORES DE PROCESOS o en su defecto para comunicarle su renuncia.  

De lo anteriormente expuesto, se puede colegir que en su afán por exonerarse de responsabilidad y salir avante en las presentes diligencias, el profesional del derecho expuso justificaciones contradictorias que restan credibilidad a su dicho y que demuestran que de forma injustificada desconoció su deber de diligencia en el asunto encomendado. 

Por consiguiente, es inequívoco y acorde con el ordenamiento jurídico realizar juicio de reproche al Dr. JUAN CARLOS TOLOSA BUITRAGO por la acción disciplinaria desarrollada, quedando totalmente desvirtuada la presunción de inocencia, tal como lo indicó la primera instancia, al endilgarle la falta prevista en el numeral 1º del artículo 55 del Decreto 196 de  1971 a título de culpa hoy numeral 1º del articulo 37 de la Ley 1123 de 2007, por haber demorado la iniciación de la gestión encomendada,  ya hubiese sido para adelantar un proceso de petición de herencia, declaración de unión marital de hecho o de pertenencia,  cuando en sus manos tenía los documentos y el pago de honorarios en adelanto de su labor, observando una conducta omisiva e injustificada, pues todas la razones argüidas en defensa de su inactividad, se encuentran plenamente desmanteladas y resultan endebles frente a la demora en iniciar la gestión encargada desde el 10 de octubre de 2006, sin siquiera haber presentado demanda dirigida en el sentido del objeto contractual o atendiendo el cambio de estrategia.  

De la ilicitud. Si bien la Ley 1123 de 2007 pregona la antijuridicidad en artículo 4° podría entenderse por la redacción de la norma que se asimila a la antijuridicidad desarrollada en materia penal, no obstante está condicionada en el derecho disciplinario a la infracción de deberes aunque obedezca como en el penal al desarrollo del principio de lesividad. No en vano dicho precepto normativo condicionó que la falta es antijurídica cuando con la conducta se afecta sin justificación, alguno de los deberes previstos en este mismo Código.

Obviamente que ilicitud es una acepción vinculada en forma directa al principio de lesividad, naturalmente cuando se refiere a la consagración expresa de ese principio en punto específico del deber profesional y la sujeción que al mismo deben los abogados en ejercicio de la profesión, como único bien jurídico cuya lesión o puesta en peligro es susceptible de reproche disciplinario.

Quiere decir que este principio de lesividad viene dado como una garantía adicional a favor del sujeto disciplinable, perfectamente diferenciable del principio de lesividad o su equivalente en materia penal como la antijuridicidad material, por cuanto, en disciplinario, el quebrantamiento de la norma sólo merece reproche de esta naturaleza cuando la misma está concebida para preservar la ética de la abogacía y es vulnerada por la infracción, de donde deviene afirmar que la imputación disciplinaria no precisa de un bien jurídico, entendida tal vulneración como causación de un daño concreto o la producción de un resultado materialmente antijurídico.

Lo anterior, porque no sería afortunado desconocer que el injusto disciplinario se identifica de mejor forma con la norma subjetiva de determinación –diferente al penal que se estructura sobre normas objetivas de valoración-, ya que justamente el derecho disciplinario apunta hacia el establecimiento de directrices o modelos de conducta por vías de la consagración de deberes, cuyo reconocimiento comporta la comisión de  falta disciplinaria.
Así las cosas, bien puede deducirse la ilicitud en este caso, que va de la mano del principio de lesividad, pues contrarió en forma grave el deber de diligencia, que según el artículo 37 de la Ley 1123 de 2007, tiene correlación directa con el deber previsto en el artículo 28 numeral 10° de ese mismo Estatuto Ético Disciplinario, sin que sean atendibles las explicaciones dadas.

Olvidando además que el deber de diligencia conlleva la prohibición de demorar la iniciación de la gestión encargada.  

De la culpabilidad. Está claro que el profesional del derecho desconoció su deber objetivo de cuidado en el encargo conferido, pues a pesar de haber recibido toda la documentación necesaria para actuar así como un adelanto de sus honorarios, de forma negligente dejó transcurrir el tiempo, sin adelantar gestión alguna. 

De la sanción. Los extremos sancionatorios contemplados por el artículo 40 de la Ley 1123 de 2007, son los siguientes: Censura, Multa, Suspensión y  Exclusión. Por lo tanto, y como en el caso sub.-examine, se impuso sanción de SUSPENSIÓN DE DOS (2) MESES en el ejercicio de la profesión, por consiguiente al tenor de lo expuesto en esta providencia se procederá a confirmar la misma.

Para tal determinación, tiene en cuenta la Sala que ante la falta de antecedentes disciplinarios, la sanción impuesta es proporcional y acorde con la gravedad de la conducta, pues quedó establecido la inexistencia de una causal de justificación exonerante de su responsabilidad, toda vez que su conducta culposa omisiva desatendió los intereses del quejoso por más de 4 años, sin la concreción del objeto contractual al cual se había comprometido. 

En mérito de lo expuesto, la Sala Dual Cuarta Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO: NEGAR LA PRESCRIPCIÓN de la acción disciplinaria, alegada por el defensor.

SEGUNDO: CONFIRMAR la sentencia apelada por medio de la cual sancionó al Dr. JUAN CARLOS TOLOSA BUITRAGO, con SUSPENSIÒN POR DOS (2) MESES, en el ejercicio de la profesión,  por la falta descrita en numeral 1º del artículo 55 del Decreto 196 de  1971, hoy numeral 1º del articulo 37 de la Ley 1123 de 2007.

TERCERO: ANOTAR la sanción en el Registro Nacional de Abogados, para cuyo efecto se comunicará lo aquí resuelto a la Oficina encargada de dicho Registro, enviándole copia de esta sentencia con constancia de su ejecutoria, momento a partir del cual, empezará a regir la sanción.

CUARTO: Por la secretaría judicial de la Sala, NOTIFICAR PERSONALMENTE la presente decisión al abogado disciplinado; de no ser posible su comparecencia, efectúese el procedimiento establecido en la ley. Líbrense las comunicaciones de ley que fueren pertinentes. En su oportunidad devuélvase el expediente al Consejo Seccional de origen.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORAJORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ

                  Magistrada                                                  Magistrado

Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo Superior de la Judicatura.
�  Con ponencia del Dra. Olga Fanny Pacheco Álvarez.	
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�  #Art. 112. Funciones de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura. Corresponde a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura: 4. Conocer de los recursos de apelación y de hecho, así como de la consulta, en los procesos disciplinarios de que conocen en primera instancia las Salas Jurisdiccionales Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura


�  Art. 59.- De la sala jurisdiccional disciplinaria del Consejo  Superior de ala Judicatura: en segunda instancia, de la apelación, y la consulta de las providencias proferidas por las Salas Jurisdiccionales Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la judicatura, en los términos de la Ley estatutaria de la Administración de justicia y en este código.





